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	1. Disposiciones de Fiscalías Especializadas… 

 1.1. Fiscalía Adjunta de Género y Delitos Sexuales.
 1.2. Fiscalía Adjunta de Atención de hechos de violencia en perjuicio de Niñas, Niños y Adolescentes.
 1.3. Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. 

 1.4. Fiscalía Adjunta de Delitos Ambientales...

 1.5. Fiscalía Adjunta Penal Juvenil.
1.6. Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas

1.7. Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales y Persecución Patrimonial.
1.8. Fiscalía Adjunta contra el Narcotráfico y Delitos Conexos


Conforme a lo establecido, las siguientes Fiscalías Adjuntas especializadas han establecido parámetros particulares para la aplicación del procedimiento abreviado. (Ver tabla del anexo 2):


Desde la Fiscalía Adjunta de Género, se ha establecido como aspectos básicos por valorar en la negociación del procedimiento especial abreviado, los siguientes:

1) La gravedad de los hechos, la existencia del ciclo de la violencia, condición de la víctima, modo de ejecución, la magnitud del daño causado (psicológico, emocional, social, físico, material, sexual, entre otros) y cantidad de hechos acusados.

2) La negociación del quantum de pena en los procedimientos especiales abreviados se realizará entre los extremos mínimos y máximos establecidos para la delincuencia acusada, la persona fiscal valorará la posibilidad de negociar una reducción parcial tomando en cuenta los aspectos particulares del caso, debido a que en materia de género los delitos implican una lesión grave a derechos humanos fundamentales de la víctima.  La reducción total del rebajo del tercio en la pena, procederá en casos particulares a modo de excepción.

3) Se negociarán procedimientos especiales abreviados únicamente con penas privativas de libertad (prisión).

4) El criterio de la víctima persona menor o mayor de edad primaria o secundaria (delitos de Femicidio) y/o su representante legal (cuando se trate de personas víctimas menores de edad) debidamente acreditado dentro del proceso, será vinculante, aun cuando no se encuentre constituida formalmente como parte querellante o actora civil, de acuerdo a los numerales 7, 70 y siguientes del Código Procesal Penal. En caso de discrepancia entre la víctima y su representante legal, prevalece el criterio de la persona víctima.

5) Se deberá verificar la existencia de otros procesos en contra de la persona acusada y el estado de los mismos, para valorar la procedencia de una acumulación de causas para efectos del cálculo de la posible pena a negociar.

6) Verificar la existencia de antecedentes penales vigentes, tornando de gran interés los relacionados a la comisión de delitos de la misma naturaleza.

7)  Revisar las anotaciones de medidas alternas, de interés cuando existan procesos de la misma naturaleza, especialmente, cuando exista identidad de la persona víctima o parejas anteriores, para los siguientes efectos: 6.1)  determinación del quantum de pena, 6.2) oposición a la solicitud de beneficio de ejecución condicional (resorte del Tribunal de Juicio) 6.3) determinación de las condiciones que se puedan negociar  como parte del beneficio de ejecución condicional de la pena en protección a la víctima, de acuerdo a lo que se dispone en esta circular.  

8) En la negociación del procedimiento especial abreviado se deberán incluir los aspectos de índole civil cuando exista Acción Civil Resarcitoria delegada en el Ministerio Público, dentro de la negociación deberá participar activamente la persona abogada de la Oficina de Defensa Civil de la víctima.

9) Analizar el comportamiento de la persona encartada durante el proceso, con relación a la víctima, a la familia de ésta y su ligamen al proceso (Rebeldía, suspensión de debates o audiencias debido a la presentación de acciones dilatorias de la defensa técnica y/o material), incumplimiento de medidas cautelares dictadas en su contra para efectos de reproche.

10)  En casos sumamente graves (Femicidios, Femicidios en otros contextos, Violaciones seriales, multiplicidad de víctimas, concurrencia de varias circunstancias calificantes o agravantes del delito, etc.) se negociará la pena que resulte proporcional y razonable, a partir del mínimo de la pena, salvo casos donde se identifiquen circunstancias particulares.

11)  Realizar los cálculos del quantum de pena tomando en cuenta los concursos existentes, de acuerdo a las reglas establecidas para el concurso que se identifique (material, ideal, concurso real retrospectivo).  

12)  La persona fiscal que acuerde un procedimiento especial abreviado deberá velar que, en caso de la posibilidad de concederse el Beneficio de ejecución condicional de la pena, las condiciones de protección a la víctima que fueron establecidas, se incluyan en el acta correspondiente y en la resolución del Tribunal de Juicio, en caso que no se incluyan, deberá presentar el medio de impugnación que proceda.

13)  No se realizarán modificaciones a la calificación legal o negociaciones que impliquen la aceptación parcial de hechos acusados por el Ministerio Público, al momento de negociar un procedimiento especial abreviado, salvo que se detecte un error en la calificación legal indicada en la pieza acusatoria.

14)  Se deberá verificar la existencia de calificantes o agravantes del delito, que inciden directamente en los cálculos de la pena.

15)  En los supuestos en que la defensa técnica o material presente Recurso de Apelación contra la Sentencia dictada con ocasión de un procedimiento especial abreviado, el Ministerio Público deberá también recurrir, para efectos posteriores de imposición de pena ante un eventual juicio de reenvío. 


En relación con los indicadores para la aplicación del procedimiento abreviado en asuntos en perjuicio de personas menores de edad (PME), se debe ponderar en todos los procesos en que se involucre una persona menor de edad, los principios rectores del interés superior, no discriminación autonomía progresiva y no revictimización, además de lo señalado en el memorando 01-FANNA-MP-2022, se debe valorar:
1) Gravedad del hecho

2) Cuando la parte imputada es la madre o el padre de la persona menor de edad víctima el personal fiscal debe garantizar la participación del PANI que, ante los intereses contrapuestos (art. 111 del Código de Niñez y Adolescencia), asumirá la representación legal como entidad rectora de niñez y adolescencia.

3) Tomar en cuenta las recomendaciones que brinde el Departamento de Trabajo Social y Psicología (DTSP) respecto a las condiciones de la PME, para una declaración en etapa del contradictorio.

4) Tomar en cuenta en la valoración del caso las conclusiones y/o recomendaciones del estudio social, psicológico, si en ese momento procesal se ha emitido.
5) Comportamiento de la parte imputada con posterioridad a los hechos, el cual se puede verificar con la intervención realizada por PANI, o los estudios de campo realizados por el DTSP, entre otras fuentes de información.

	1.3. Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción


1.3.1. Se reitera la Circular 10-ADM 2019 (Ver anexo 2): Lineamientos generales para la aplicación de medidas alternas en delitos funcionales, en cuanto a las reglas de aplicación del Procedimiento abreviado. En todos los casos se requiere el visto bueno de la persona fiscal adjunta de dicha fiscalía especializada.

Se reitera la Circular 01-PPP-2020 en todo lo relacionado a las políticas para aplicación del procedimiento especial abreviado en materia ambiental. Las decisiones pueden ser consultadas con la fiscalía rectora especializada. 

La política número 1.37 establece las condiciones o parámetros para aceptar el procedimiento abreviado, en los siguientes términos:
"2.4.1 Se reitera la Circular 01-PPP-2020, que en la política de persecución número 1.37 establece:

1.37 Procedimiento abreviado: Cuando en audiencia preliminar o en debate, la persona infractora solicite el procedimiento abreviado, no se aceptará automáticamente el mínimo de la pena, sino que se fundamentará la sanción que corresponde imponer, considerando todas las circunstancias, incluido el análisis de impactos (políticas 1.28 y 1.29) y se podrá realizar algún rebajo. Las decisiones pueden ser consultadas con la fiscalía rectora especializada. Además, se solicitará la reparación del daño ambiental como parte de la sentencia (103, inciso 1 CPP) y, si procede el beneficio de ejecución condicional de la pena (61 CP), el MP solicitará que lo condicionen al cumplimiento de la obligación de volver las cosas al estado que tenían antes del hecho, a fin de evitar que obtenga provecho de su propio dolo y consolide situaciones ilegales. Si la persona juzgadora no lo hace, el MP deberá interponer el recurso respectivo.

Reglas para aceptar un procedimiento abreviado:

Se aceptará la aplicación del procedimiento abreviado cuando:

1) El monto de la pena que se quiere negociar cumpla con las expectativas del Ministerio Público (se acerca al monto que el Ministerio Público considera apropiado).

2) No persisten situaciones ilegales (delitos de consumación permanente, invasiones, usurpaciones, construcciones, plantaciones, etc.) o esas situaciones se pueden resolver en la sentencia del procedimiento abreviado”.


Se reiteran las Circulares 11- ADM-2010 y el Memorando 02-2019, de la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil (FAPJ). La persona fiscal auxiliar está plenamente autorizada para rechazar una propuesta de procedimiento abreviado. 

A diferencia de la materia de adultos, en penal juvenil no existen extremos mínimos en las sanciones. Esto obliga a realizar una proyección de la eventual sanción que se solicitaría en debate y, a partir de ella, negociar un monto que resulte más favorable a la persona menor de edad imputada, de acuerdo con los principios de la Ley de Justicia Penal Juvenil, considerando siempre los intereses de las personas víctimas. Es improcedente negociar sanciones no previstas en la legislación o sobrepasar los plazos máximos establecidos legalmente. En justicia juvenil, el procedimiento especial abreviado puede discutirse desde la fase de investigación y hasta al iniciar la fase del contradictorio.

Ante múltiples delitos, se debe pactar la negociación del procedimiento abreviado determinando cada sanción principal o alternativa de manera individual, tomando en cuenta el concurso de delitos y las consecuencias de un eventual incumplimiento; respetando el límite máximo legal permitido de acuerdo con el grupo etario de la persona joven sentenciada y el monto máximo de la sanción seleccionada.

Resulta viable acordar la imposición de una sanción principal privativa de libertad y una sanción accesoria (alternativa) de prioritario cumplimiento, esto para los delitos que se encuentren sancionados en penal de adultos con una pena de seis años de prisión o más. En los casos que el delito tenga una pena inferior (a los seis años de prisión) en su extremo máximo, lo que corresponde es negociar la sanción no privativa dentro de los parámetros fijados por ley y como parte de la misma negociación, la sanción privativa de libertad en caso de incumplimiento.
Para valorar la sanción por imponer, se debe tomar en cuenta lo siguiente:

1) La edad de la persona menor de edad al momento de los hechos. La ley distingue entre las personas mayores de 12 y menores de 15 años; y las personas mayores de 15 años y menores de 18 años edad. Se debe verificar que la persona menor de edad imputada haya sido informada de su derecho de abstención, que haya admitido los hechos de una manera libre y espontánea y brindado su consentimiento expreso de la aplicación del procedimiento y en la negociación de la sanción, siempre con el acompañamiento de su defensa técnica.

2) La sanción de internamiento es una privación de libertad de carácter excepcional, aplicable cuando se trate de delitos dolosos sancionados en el Código Penal o leyes especiales, para mayores de edad con pena de prisión de seis años o más (por ejemplo: el delito de Robo Agravado).

3) Para determinar la sanción en un procedimiento abreviado, se debe tomar en cuenta la información de los estudios psicosociales, así como las circunstancias familiares, sociales y personales de la persona menor de edad imputada.

4) Se debe analizar las particulares circunstancias del hecho cometido: su gravedad, el comportamiento de la persona acusada al momento de los hechos, el grado de afectación de la persona víctima y de sus familiares, la lesión causada al bien jurídico, el modo de ejecución del delito, así como sus consecuencias y posibles perturbaciones posteriores a las personas ofendidas, todo de acuerdo con el artículo 71 del Código Penal y 122 y 132 de la Ley de Justicia Penal Juvenil. Además, se debe valorar que haya logrado desarrollar un proyecto de vida alejado del delito y si cuenta con recursos externos que le apoyen en su proyecto alternativo de vida.

5) Es necesario el consentimiento del ente fiscal y haber informado a la persona víctima o su representante sobre los extremos del procedimiento especial abreviado que se está negociando. El consentimiento de la víctima es obligatorio en este tipo de negociaciones.
6) Toda sentencia en la que se aprueba un procedimiento especial abreviado, debe estar debidamente fundamentada: no es suficiente una enunciación de las pruebas y la aceptación de cargos de la persona menor de edad imputada, debe verificarse que la autoridad jurisdiccional desarrolló una adecuada fundamentación fáctica, descriptiva, intelectiva, jurídica y, sobre todo, las razones para imponer la sanción propuesta por las partes. En términos generales, se debe analizar el procedimiento abreviado desde los principios de proporcionalidad, necesidad e idoneidad para alcanzar los fines resocializadores de la legislación penal juvenil. Es absolutamente improcedente que el tribunal dicte de oficio una sanción no pactada entre las partes.  Ante este supuesto, deberá plantearse el recurso de apelación de sentencia. 

7) En los casos de órdenes de orientación y supervisión, no se podrá pactar un plazo menor a 6 meses de duración, para garantizar un adecuado seguimiento en la fase de ejecución.

8) A continuación, se aporta un cuadro ilustrativo con el catálogo de sanciones penales juveniles y sus plazos máximos:

	I. Sanciones socioeducativas

	1) Amonestación y advertencia (efecto inmediato)

	2) Libertad asistida (Contempla un periodo máximo de 5 años. Su contenido estará a cargo del Programa de Sanciones Alternativas.

La sanción de Libertad asistida puede complementarse con Órdenes de Orientación y Supervisión, las cuales se ejecutarán de forma sucesiva o simultánea con la Libertad asistida). Recordando que ambas son sanciones penales independientes,

	3) Prestación de servicios a la comunidad (jornada máxima de 8 horas por semana, fin de semana y feriados o en días hábiles, sin perjudicar estudio o trabajo. El plazo no puede superar seis meses).

	4) Reparación de los daños a la víctima. Ante esta sanción verificar que la reparación pecuniaria no sea un traslado de la responsabilidad personal a la familia de la persona menor de edad imputada. Prestación directa de trabajo o una suma de dinero fijada por autoridad jurisdiccional.

	


	II. Órdenes de Orientación y Supervisión Plazo máximo 2 años

	Instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él (precisando el sitio exacto).

	Abandonar el trato con determinadas personas (indicando nombres concretos)

	Eliminar la visita a bares y discotecas o centros de diversión determinados (precisando claramente los lugares o áreas prohibidas)

	Matricularse en un centro de educación formal o en otro, cuyo objetivo sea enseñarle alguna profesión u oficio (con la indicación expresa del centro educativo, horario, periodo de clases, entre otros)

	Adquirir trabajo (en un sitio expresamente identificado y el nombre de la persona empleadora). Contemplar que esta sanción solo se puede imponer a personas mayores de 15 años, conforme a lo establecido en la legislación laboral contemplada en el Código de Niñez y Adolescencia.

	Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan adicción o hábito (con énfasis en las sustancias utilizadas por la persona joven. Para la fijación de esta orden, es importante que se enfatice en la sustancia que la persona menor de edad imputada consume, para ello debe existir prueba que acredite ese consumo o el reconocimiento de la adicción por parte de la persona menor de edad).

	Ordenar el internamiento de la persona menor de edad o el tratamiento ambulatorio en un centro de salud, público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes mencionadas (indicando el sitio exacto, ubicación, plazo y persona encargada).

	Tratamiento de drogas bajo supervisión judicial juvenil restaurativo.


	III. Sanciones Privativas de libertad


	Internamiento domiciliario (su duración no será mayor de tres años).

	Internamiento durante tiempo libre (su duración no será mayor de tres años).

	Internamiento en centros especializados (período máximo de quince años para personas menores de edad entre los quince y menos de dieciocho años al momento de los hechos y, de diez años para las personas menores con edades entre los doce y menos de quince años al momento de los hechos).


9) Ejemplos de sanción

a) Hecho delictivo con pena superior a 6 años de privación de libertad en penal de adultos (según el tipo penal): 

	Solicitud de sanción

	1. Internamiento directo en centro especializado. Aclarando que es sin beneficio de ejecución condicional y fundamentando por qué no se puede imponer una sanción menos gravosa.

Ejemplo: Se solicita como única sanción el internamiento directo en centro especializado por el plazo de 7 años sin beneficio de ejecución.  No se aplica el beneficio ya que de acuerdo con la ley es el doble de la sanción impuesta (o sea 14 años) por lo que sería más gravoso el beneficio que la sanción misma. Por ese motivo no se utiliza ese instituto.


	2. En caso de que las pericias psicosociales sean positivas para la persona menor de edad imputada y tras analizar la proporcionalidad de la sanción en relación con la gravedad de los hechos: Se solicita primero una sanción privativa de libertad como sanción principal y, como sanción alternativa, una sanción no privativa de libertad.

Ejemplo: En un robo agravado la pena de prisión es de 5 a 15 años (supera los seis años), entonces el personal fiscal solicita la sanción de la siguiente manera: Sanción principal de internamiento directo en Centro especializado por el plazo de dos años y medio sin beneficio y como sanción alternativa de prioritario cumplimiento, una libertad asistida por dos años, plazo en el cual debe cumplir con el programa de crecimiento personal y el programa de violencia. Generalmente, de modo simultáneo a esta sanción, se solicitan dos años de Órdenes de orientación y supervisión de: mantener domicilio fijo y no acercarse ni perturbar a la víctima del delito, entre otras. En caso de incumplimiento de cualquiera de las sanciones alternativas, deberá descontar la sanción principal, o sea, los dos años y medio de internamiento en centro especializado


b) Hecho delictivo tiene una pena inferior a 6 años de privación de libertad en penal de adultos (según el tipo penal)

	Se solicita primero la sanción no privativa de libertad y ante el incumplimiento la sanción privativa de libertad

	Ejemplo: En un delito de Desobediencia a la autoridad, se solicita una sanción de libertad asistida por un año y medio; de modo simultáneo, se solicitan ordenes de orientación y supervisión por un año: estudiar o trabajar; mantener domicilio fijo y no perturbar a la víctima. En caso de incumplimiento de cualquiera de estas sanciones (libertad asistida o las órdenes de orientación), solicitar que se le imponga el internamiento en centro especializado por el plazo de 8 meses sin beneficio.


c) Contravenciones 

	La sanción por pactar es de Amonestación y advertencia.


	1.6. Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas.


En los casos en que las personas intervinientes sean indígenas, al momento de negociar un abreviado se debe cumplir con las siguientes disposiciones: 

a.
Aprobación: De previo a negociar la aplicación del procedimiento especial abreviado con interviniente indígena, la fiscala o fiscal, deberá contar con el visto bueno de la persona Fiscal Adjunta de su circunscripción, quien, en caso de considerarlo oportuno por la especialidad, y por la gravedad de los hechos que se investigan, se comunicará con la persona Fiscala de Asuntos Indígena (FAI), para determinar la procedencia de éste, así como la pena a pactar. 

En aquellos casos donde el delito cometido deviene de un conflicto de tierras, constituye supuestos excepcionales, por lo no se podrá negociar un procedimiento abreviado sin el visto bueno de la persona Fiscal Adjunta Especializada en la materia, velando por que se respete los derechos colectivos e individuales de las personas indígenas y, bajo ningún presupuesto se autorizará un procedimiento abreviado tendiente a sancionar aspectos culturales. 
En los casos en que las personas intervinientes sean indígenas, al momento de negociar un abreviado se debe cumplir con las siguientes disposiciones: 

a.
Aprobación: De previo a negociar la aplicación del procedimiento especial abreviado con interviniente indígena, la fiscala o fiscal, deberá contar con el Visto Bueno de la persona Fiscal Adjunta de su circunscripción, quien, en caso de considerarlo oportuno por la especialidad, y por la gravedad de los hechos que se investigan, se comunicará con la persona Fiscala Adjunta de Asuntos Indígena (FAI), para determinar la procedencia de éste, así como la pena a pactar. 

En aquellos casos donde el delito cometido deviene de un conflicto de tierras, constituye supuestos excepcionales, por lo no se podrá negociar un procedimiento abreviado sin el visto bueno de la Fiscalía rectora en la materia, quienes velarán por que se respete los derechos colectivos e individuales de las personas indígenas y bajo ningún presupuesto se autorizará un procedimiento abreviado tendiente a sancionar aspectos culturales. 

b.
Derechos fundamentales que se deben garantizar: siempre se debe garantizar la presencia de intérpretes a las partes indígenas, independientemente si hablan o no el idioma español, por lo que la persona fiscal debe instar en la audiencia la necesidad de que se deje constando que se brindó la explicación en cuanto al alcance de este derecho personalísimo y lo decidido por la persona indígena. Bajo ningún presupuesto se debe justificar que la necesidad de contar con intérprete sea a partir de una valoración subjetiva por parte de la persona Juez, defensor o fiscal. En este sentido se debe acatar los lineamientos dispuestos por la fiscalía rectora.  

c.
Comunicación a la persona víctima indígena: Una vez que se cuente con el respectivo visto bueno para realizar el procedimiento abreviado, la persona Fiscal de Juicio deberá explicarle a la persona victima en que consiste este procedimiento, alcances e implicaciones  la voluntad de la persona imputada para someterse a dicho procedimiento y la pena a imponer, esto de términos sencillos y en los casos que se requiera mediante la utilización de un interpreté, así como consultarle a la persona victima si está de acuerdo o no con dicho procedimiento, donde dicha explicación deberá quedar constando dentro del paralelo de debate, así como indicarlo al Tribunal de Juicio al momento de que se está proponiendo la aplicación del abreviado. Esto con la finalidad de garantizar que la víctima comprendió en que consiste el abreviado y sus alcances.


Como fiscalía especializada en la persecución penal del delito de legitimación de capitales y la persecución patrimonial de bienes de origen ilícito se procede -conforme al Instructivo General 01-2016 de la Fiscalía General-, a girar las siguientes directrices generales y específicas relacionadas con la aplicación del procedimiento especial abreviado a los casos por legitimación de capitales, para lo cual se plantean tres escenarios:

Escenario 1:

Cuando la persona imputada, sin antecedentes penales y sin información previa de pertenencia a grupos o redes criminales organizadas, resulta procesada por un delito de legitimación de capitales y, solicite la aplicación de un procedimiento especial abreviado, con independencia del monto decomisado, congelado o inmovilizado registralmente, la fiscala adjunta o fiscal adjunto territorial podrá negociar bajo su exclusivo criterio, la aplicación de ese procedimiento especial sin requerir visto bueno, autorización o consulta previa a esta Fiscalía rectora. Sin embargo, para mantener actualizados los datos estadísticos de este fenómeno delictivo, la Fiscalía territorial deberá comunicar dentro de los cinco días hábiles siguientes por correo electrónico (fa-legcapitales@poder-judicial.go.cr) el número único de expediente, el nombre de la persona imputada, la pena pactada, así como el destino y, o “comiso” de los bienes decomisados, congelados o inmovilizados registralmente. Estos datos estadísticos son de gran trascendencia para la Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales y Persecución Patrimonial, para la elaboración de los informes que -como fiscalía rectora- debe rendir durante las evaluaciones nacionales e internacionales y demás requerimientos del ICD, GAFI, GAFILAT, UNOCD, y otras entidades.

Escenario 2:

Si la persona imputada por el delito de legitimación de capitales ya cuenta con antecedentes penales por delitos graves (cuya sanción en su rango de penas contempla cuatro años de prisión o más), o bien se tenga información de cualquier índole, sea confidencial, inteligencia, policial o judicial que indica que pertenece a grupos o redes criminales, obligatoriamente de previo a iniciar la negociación de la aplicación del procedimiento especial abreviado, la Fiscalía territorial -en la persona de su fiscala adjunta o fiscal adjunto o bien del fiscal o fiscala encargada del caso, debe comunicarse y contar con el visto bueno de la Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales y Persecución Patrimonial, en la persona de su fiscal adjunto o en su ausencia por las fiscalas o fiscales coordinadores, para revisar el perfil de la persona imputada y determinar la procedencia o conveniencia de este procedimiento especial, el quantum de pena según las circunstancias del caso concreto, así como el destino o el comiso de los bienes decomisados, congelados, anotados o inmovilizados registralmente que existieren. Para mantener actualizados los datos estadísticos, la Fiscalía territorial comunicará el resultado al correo electrónico: fa-legcapitales@poder-judicial.go.cr, para cumplir los fines indicados en el escenario 1. El plazo mínimo para hacer la consulta previa a la fiscalía rectora es de cinco días hábiles.

Escenario 3:

En los casos de delincuencia organizada y, o de tramitación compleja, será obligatorio para la Fiscalía territorial, en la persona de su fiscala adjunta o fiscal adjunto y, o del fiscal o fiscala encargada del caso, contar con el previo visto bueno de la Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales y Persecución Patrimonial, en la persona de su fiscal adjunto o en su ausencia por las fiscalas o fiscales coordinadores, sobre la procedencia o conveniencia de este procedimiento, la fijación del quantum de pena que debe aplicarse, según las circunstancias del caso concreto, así como el destino o el comiso de los bienes decomisados, congelados, anotados o inmovilizados que existieren. Para mantener actualizados los datos estadísticos, la Fiscalía territorial comunicará el resultado al correo electrónico: fa-legcapitales@poder-judicial.go.cr, para cumplir los fines indicados en el escenario 1. El plazo mínimo para hacer la consulta previa a la fiscalía rectora es de cinco días hábiles.

Consideraciones generales:

Como aporte a la política de persecución penal de la Fiscalía General de la República, esta Fiscalía Adjunta -en su función rectora- fija su posición de apertura y total disposición de promover la aplicación del procedimiento especial del abreviado, a la mayor cantidad de casos de legitimación de capitales que sean legal y oportunamente posibles, partiendo de: a) la necesidad institucional de resolver el rezago fiscal; b) la actual saturación de las agendas de los tribunales penales y c) la consideración de que las penas de prisión para el delito de legitimación de capitales, establecidas en el artículo 69 de la Ley 8204, son altas (8 a 20 años o de 10 a 20 años si los bienes provienen del narcotráfico), por lo que, cualquier negociación sobre la pena -aun en su extremo mínimo y, o eventual rebajo del tercio-, sigue dejando vigente en contra de la persona sentenciada una sanción penal considerable.

Además de la persecución penal del delito de legitimación de capitales, resulta prioritario para los fines, metas y objetivos de esta fiscalía rectora, lograr la efectividad de la persecución patrimonial, como estrategia institucional para combatir las actividades delictivas de los grupos o redes criminales organizadas que se financian con las ganancias de origen ilícito. También, para mitigar o neutralizar los efectos negativos que conlleva la legitimación de capitales para el orden socioeconómico. Por ello, en los tres escenarios descritos se hace especial énfasis en la obligación de las fiscalías de incluir -en las negociaciones del procedimiento especial abreviado-, el destino o el comiso de los bienes, especialmente los de interés económico.

Aspectos específicos a considerar en cuanto a la pena:
La tipología de lavado del caso concreto. No es lo mismo un mero portador o transportista de dinero sorprendido o detectado en un aeropuerto o puesto fronterizo (“burro o mula”, según el argot policial), a la de un transportista de una organización criminal más identificada policialmente, que mueve dineros incluso por otras vías, utilizando vehículos con compartimentos ocultos (caletas), en los que generalmente logra trasladar mayores cantidades de dinero.

· El nivel de participación del sujeto en los hechos, así como el rol que cumple en el grupo u organización criminal. No es lo mismo una persona que presta su nombre en una cuenta bancaria o facilita su vehículo para un traslado de dinero, que al de una persona profesional (notario, contador, etc.), que aprovecha las ventajas de su oficio o profesión, para la comisión de este delito.

· La magnitud del daño o potencialidad de daño causado por el grupo criminal. A mayor cantidad de dineros o bienes de origen ilícito, mayor es la afectación al orden socioeconómico del país. Debe tenerse presente que, muchas organizaciones criminales utilizan las ganancias no solo para el disfrute personal de sus miembros, sino también para perpetuar o innovar en otras actividades delictivas, agudizando los problemas de seguridad y estabilidad del país.

· Los aspectos personales de la persona imputada, teniendo como referencia general lo dispuesto en el artículo 71 del Código Penal, así como eventuales situaciones de vulnerabilidad, ocasionadas por la violencia familiar, riesgo social, edad, escolaridad y la variable de género.

· Finalmente, considerar si el caso involucra un concurso con otros delitos conexos.


La fiscalía adjunta de Narcotráfico y delitos conexos y, en especial cuando se trate de crimen organizado, dispone que todo procedimiento abreviado que se proponga en la materia a su cargo, deberá ser analizado en forma conjunta por la persona Fiscal Adjunta Territorial con la persona que ostenta el cargo de Fiscala Adjunta o Fiscal Adjunto especializado. 

Las presentes disposiciones rigen a partir de su comunicación.
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